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INICIATIVA QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENERAL DEL 
EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, A CARGO DEL DIPUTADO 
LUIS ENRIQUE MIRANDA BARRERA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM. 

El que suscribe, diputado Luis Enrique Miranda Barrera, integrante del Grupo Parlamentario 
del Partido Verde Ecologista de México en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados 
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, 
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los 
artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete 
a consideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona 
un capítulo IX, denominado Del Impuesto Ambiental por Contaminación Acústica, al Título 
Cuarto de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, al tenor 
siguiente 

Exposición de Motivos 

La contaminación acústica en México ha escalado a niveles alarmantes que constituyen una 
amenaza tangible para la salud pública, el bienestar social y la calidad de vida en las zonas 
urbanas. De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) y de 
la Secretaría del Medio Ambiente (Sedema), actualmente 87 por ciento de la población que 
habita en ciudades se encuentra expuesta de forma cotidiana a niveles de ruido superiores 
a los 65 decibeles (dB), límite establecido por la Organización Mundial de la Salud (OMS) 
para proteger la salud humana. En zonas con alta densidad vehicular e industrial, como la 
Ciudad de México, Guadalajara y Monterrey, los niveles pueden alcanzar picos de hasta 95 
dB, lo cual representa un entorno acústico perjudicial que se ha normalizado en la vida 
diaria de millones de personas. 

Lejos de ser una molestia menor, el ruido ambiental persistente se ha convertido en un 
problema estructural, cuyos efectos negativos en la salud están ampliamente 
documentados. Investigaciones recientes del Instituto Nacional de Salud Pública (INSP) y de 
la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) revelan que la exposición prolongada 
al ruido genera un aumento de 25 por ciento en la incidencia de enfermedades 
cardiovasculares, incrementa en 40 por ciento los trastornos del sueño, reduce hasta en 20 
por ciento el rendimiento académico especialmente en niños y jóvenes que estudian en 
zonas ruidosas y ocasiona problemas auditivos irreversibles en amplios sectores de la 
población. Estas afectaciones no sólo deterioran la salud individual, sino que tienen 
implicaciones colectivas en términos de productividad, desempeño educativo, costos 
médicos y calidad del entorno urbano. 

Las principales fuentes de contaminación acústica han sido identificadas con claridad: en 
primer lugar, el transporte, que representa una carga sonora significativa, especialmente 
por el mal estado del parque vehicular. Se estima que 60 por ciento de los vehículos en 
circulación exceden los límites acústicos permitidos, y dentro de este grupo, las 
motocicletas con escapes modificados representan un foco crítico de contaminación 
sonora, siendo responsables de 45 por ciento de las infracciones por ruido. En segundo 
lugar, están los establecimientos comerciales como bares, salones de eventos, centros de 
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espectáculos, entre otros. Estos constituyen otra fuente importante de ruido excesivo, con 
35 por ciento operando fuera de la normativa ambiental vigente y generando 45 por ciento 
de las quejas registradas por residentes en zonas habitacionales. 

Este panorama no sólo revela una falla estructural en la fiscalización del ruido, sino también 
la urgencia de establecer mecanismos de control más eficaces y sostenibles, que no sólo 
sancionen, sino que también transformen el comportamiento urbano en favor del derecho 
al silencio y al descanso. 

Ante esta emergencia sanitaria y ambiental, proponemos la implementación de un 
Impuesto al Ruido, diseñado como un instrumento de política pública con sustento técnico, 
legal y social, que no busca ser una carga fiscal arbitraria, sino una herramienta 
redistributiva orientada a mitigar los efectos del ruido en las comunidades más afectadas. 
La propuesta contempla aplicar un gravamen de 5 por ciento sobre vehículos que superen 
los 80 dB y de 3 por ciento a establecimientos comerciales reincidentes que operen fuera de 
norma. Lo recaudado será destinado íntegramente a cuatro ejes estratégicos con metas 
claras y medibles: primero, 40 por ciento será destinado a la mitigación del ruido en 
espacios educativos, priorizando el aislamiento acústico de 5 mil planteles escolares 
ubicados en zonas con altos niveles de ruido; segundo, 30 por ciento se invertirá en 
tecnología y monitoreo, a través de la creación de una red nacional de estaciones de 
medición sonora y el desarrollo de una plataforma digital para la denuncia ciudadana y el 
seguimiento en tiempo real; tercero, 20 por ciento se asignará a campañas de salud pública, 
programas de prevención, diagnósticos auditivos comunitarios y proyectos de investigación 
en colaboración con instituciones académicas; y cuarto, 10 por ciento restante se dedicará al 
fortalecimiento institucional de las autoridades encargadas de la fiscalización ambiental, 
dotándolas de equipo, capacitación y capacidad operativa. 

Esta política, al combinar herramientas fiscales, tecnológicas y sociales, se plantea como una 
solución integral y escalable con beneficios concretos y verificables. Entre los impactos 
esperados destacan la reducción de 20 por ciento en los niveles de contaminación acústica 
en zonas críticas, la prevención estimada de al menos 5 mil casos anuales de enfermedades 
cardiovasculares atribuibles al ruido, una mejora de 15 por ciento en el rendimiento escolar 
de más de dos millones de estudiantes que actualmente estudian en entornos ruidosos, así 
como la creación de aproximadamente 8 mil empleos verdes, asociados a la 
implementación, monitoreo y mantenimiento de estas acciones. 

Esta iniciativa encuentra su fundamento legal y ético en el artículo 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que garantiza el derecho a un medio ambiente 
sano, así como en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la 
Norma Oficial Mexicana NOM-081-SEMARNAT-2021 sobre límites máximos permisibles de 
emisión sonora, y en los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la Agenda 2030 de las 
Naciones Unidas, en particular los relacionados con salud y bienestar (ODS 3), ciudades 
sostenibles (ODS 11), y acción por el clima (ODS 13). 

En este sentido, el Impuesto al Ruido no debe ser concebido como una medida meramente 
recaudatoria, sino como una respuesta estratégica a un problema subestimado, pero con 
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impactos profundos, que articula justicia ambiental, protección a la salud, derecho al 
descanso, equidad territorial y desarrollo tecnológico. Su diseño contempla criterios de 
progresividad, transparencia y corresponsabilidad, promoviendo un nuevo modelo de 
convivencia urbana donde el silencio no sea un privilegio, sino un derecho garantizado. 

Por todo lo anterior, hacemos un llamado amplio y enfático a todos los sectores de la 
sociedad autoridades, legisladores, sector privado, academia y ciudadanía a sumarse a este 
esfuerzo colectivo para construir ciudades más silenciosas, más saludables y más habitables, 
y con ello honrar el compromiso de heredar a las futuras generaciones un entorno digno, 
justo y verdaderamente sustentable. 

En virtud de lo aquí expuesto, someto a consideración de esta honorable asamblea la 
siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un Capítulo IX, denominado Del Impuesto Ambiental por 
Contaminación Acústica, al Título Cuarto de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente 

Artículo Único. Se adiciona un Capítulo IX, denominado Del Impuesto Ambiental por 
Contaminación Acústica, que contiene los artículos 156 Bis 1, 156 Bis 2, 156 Bis 3, 156 Bis 4, 156 
Bis 5, 156 Bis 6, 156 Bis 7, 156 Bis 8 y 156 Bis 9, al Título Cuarto de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, para quedar como sigue: 

Título Cuarto 
Protección al Ambiente 

Capítulo I al Capítulo VIII. ... 

Capítulo IX 
Del Impuesto Ambiental por Contaminación Acústica 

Artículo 156 Bis 1. Se crea el Impuesto Ambiental por Contaminación Acústica como una 
contribución de carácter ecológico, cuyo objeto es desincentivar las emisiones sonoras 
por encima de los límites permisibles establecidos en la normativa ambiental, así como 
financiar acciones de mitigación, fiscalización, salud pública e innovación tecnológica 
en materia de contaminación acústica. 

Artículo 156 Bis 2. Son sujetos del Impuesto Ambiental por Contaminación Acústica: 

I. Las personas físicas o morales propietarias o poseedoras de vehículos automotores 
que generen emisiones sonoras mayores a 80 decibeles (dB), según dictamen técnico 
emitido por la autoridad competente o verificación en centros autorizados, y 

II. Los establecimientos comerciales, industriales o de servicios que operen con 
niveles de ruido superiores a los establecidos en la NOM-081-SEMARNAT-2021 o 
cualquier otra que la sustituya. 
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Artículo 156 Bis 3. La base gravable del impuesto será determinada conforme al tipo de 
fuente emisora, su nivel de ruido, reincidencia y giro comercial o uso del vehículo. 

Artículo 156 Bis 4. El impuesto se causará conforme a las siguientes tarifas: 

I. Vehículos automotores con emisiones sonoras superiores a 80 dB: 5% del valor 
anual de tenencia o uso, y 

II. Establecimientos comerciales que excedan los límites de emisión permitidos: 3% 
del valor del ingreso mensual declarado. 

Artículo 156 Bis 5. El impuesto será recaudado por las entidades federativas o 
municipios, en coordinación con la Federación, conforme a los convenios de 
colaboración que se celebren. 

Artículo 156 Bis 6. La totalidad de los ingresos recaudados por este impuesto se 
destinará a un Fondo Especial para la Mitigación de la Contaminación Acústica, con 
afectación específica a los siguientes rubros: 

I. Cuarenta por ciento para aislamiento acústico en escuelas públicas; 

II. Treinta por ciento para desarrollo de tecnología y monitoreo ambiental del ruido; 

III. Veinte por ciento para campañas de salud pública y proyectos de investigación 
científica, y 

IV. Diez por ciento para el fortalecimiento institucional de autoridades de fiscalización 
ambiental. 

Artículo 156 Bis 7. El Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría de Medio Ambiente 
y Recursos Naturales, en coordinación con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
expedirá los lineamientos técnicos, operativos y fiscales correspondientes a la 
aplicación del impuesto. 

Artículo 156 Bis 8. El Fondo Especial será evaluado anualmente por un comité técnico 
ciudadano con participación de instituciones académicas, sociedad civil, sector privado 
y autoridades federales y locales. 

Artículo 156 Bis 9. Lo previsto en este Capítulo no excluye la aplicación de sanciones 
administrativas, civiles o penales previstas en otros ordenamientos por emisiones 
acústicas fuera de norma. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los 180 días naturales siguientes a su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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Segundo. Durante los 90 días naturales posteriores a la publicación del presente decreto, la 
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en coordinación con la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, emitirá los lineamientos técnicos, fiscales y administrativos para 
la implementación del Impuesto Ambiental por Contaminación Acústica. 

Tercero. En un plazo no mayor a doce meses a partir de la entrada en vigor del presente 
decreto, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales deberá establecer una Red 
Nacional de Monitoreo Acústico con al menos una estación por municipio de más de 100 mil 
habitantes. 

Cuarto. Las entidades federativas y municipios deberán adecuar su legislación fiscal y 
ambiental para incorporar este impuesto en sus leyes de ingresos en un plazo máximo de 
un año. 

Quinto. Los recursos generados por este impuesto deberán integrarse en un fondo especial, 
con reglas de operación claras y mecanismos de transparencia, que serán publicados en un 
plazo no mayor a 120 días después de la entrada en vigor del presente decreto. 

Sexto. El Comité Técnico Ciudadano para la Evaluación del Fondo será instalado dentro de 
los 60 días posteriores al inicio del ejercicio fiscal en que entre en vigor el presente decreto. 

Séptimo. La Secretaría de Educación Pública y los gobiernos estatales priorizarán el uso de 
los recursos del fondo para la intervención de escuelas localizadas en zonas con altos niveles 
de contaminación acústica, conforme al diagnóstico emitido por la Red Nacional de 
Monitoreo Acústico 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de septiembre de 2025. 

Diputado Luis Enrique Miranda Barrera (rúbrica) 

 


